
JURISPRUDENCIA DEL CONSEJO DE ESTADO 

Sección a cargo de CESAR 'GOMEZ MEJIA 

Los funcionarios de la Rama Jurisdiccional incurren en causal de 
mala conducta al aceptar la postulación como ca·ndidatos a las cor _ 
poraciones de elección popular. · 

Dentro de nuestra Constitución que es u� sistema de normcs 
expedidas para fijar las funciones primordiales del Estado y sus ór­
ganos, determinar el ámbito de su competencia y regular las rela­
Jaciones entre aquél y los miembros de la sociedad civil, la ciudada. 
nía es el fundamento de los derechos políticos de que puede gozar 
individuo entre los cuales se encuentran el de elegir y ser eleg;do. 

Según el artículo 14 de la Carta Fundamental, "son ciudadanos 
ios colombianos mayores de 21 años"; y el artículo 1S ibídem esto. 
blece que "la calidad de ciudadano en ejerciere es condición previa 
indispensable para elegir y ser elegido y para desempeñar empleos 
públicos que llevan anexa autoridad o jurisdicción ... " 

A la luz de estas normas, es indiscutible la capacidad de un ciu­
dadano colombiano para elegir y ser elegido. Pero esta capacidad re­

ferente a los derechos políticos puede ser también de goce y de ejer· 
cicio como ocurre con respecto a los derechos civiles. La primera !la. 
rnada también capacidad de derecho, es la aptitud que tiene el ciu­
dadano para ser titular del derecho de elegir y ser e·legido; la se­
gunda, es la facultad de ejercitar ese derecho. La primera es am: 
plia, la segunda puede estar restringida por la misma Constitución 
o por la Ley, restricciones establecidas con altas miras de convenien­
cia y necesidad social. Así, vgr., la Carta Fundamental en su artícu­
ro 168 dispuso: 

"La Fuerza Armada no es deliberante . 
. . . Los miembros del Ejército, la Policía Nacional y de los Cuer­

pos armados de carácter permanente no podrán ejercer la función del 
sufragio mientras perma•nezcan en servicio activo, ni intervenir en 
debates políticos." (las sublíneas no son del texto). 

El Gobierno, en el año de 1.945, presentó ante el Congreso Na­
cional un pwyecto reformatorio de la Constitución en el cual soli­
citaba la expedición de una norma semejante a la contenida en el 
artículo 168 aplicable a los Magistrados y Jueces intentándose es­

tablecer así una incapacidad de ejercicio en lo relativo al derech-::> 
cJel sufragio. 



Jurisprudencia del Consejo de Estado 93 

En efec1o, el artículo 62 del proyecto presentado por el Gc­
bierno Nacional a la consideración del Congreso estaba concedido 
en estos términos: 

"Los Magistrpdos y los .Jueces no podrán ser miembros activos d3 
partidos políticos, ni intervenir en debates políticos, ni ejercer la fun­
ción del sufragio mientras desempeñen sus cargos" !Subraya la Sala . 

En la exposición de motivos sobre esta norma se dijo: 
"Para aislar aún más de la política o los Jueces, se les prohibe 

pertenecer a un partido político, como miembros activos durante "' 
desempeño de sus cargos y se les priva del voto" Jos subrayas no so 
del texto). 

En el curso de los debates se le introdujo en el Congreso une 
modificación consistente en que tales funcionarios como sus subalte 
nos y los del Ministerio Público sí podían votar. En esta forma los nom­
brados funcionarios quedaron sometidos a la categórica prohibició,l 
de SER ELEGIDOS, y p·or ende, a la de ACEPTAR POSTULACIONE� 
para integrar listas de candidatos al Congreso Nacional, a las A .. 
sambleas Departamentales y a los Concejos Municipales, constituyen­
do el quebrantamiento de esta norma una causal de inala conductc1 
sancionable con lu pé1·dido del emples. 

En la forma indicada se llegó a la expedición del artículo 70 
del Acto Legislativo N° 19 de 1.945 y distinguido con el número 178 de 
la actual Constitución. 

El Constituyente de 1.945 adoptó esta norma con la mira de 
mantener la justicia ·en un plano de serenidad e imparcialidad, de 
independizarla de la política y de alejarla de toda clase de sospechas 
y hacerla cada vez mas respetable. Esta disposición se justifica am 
pliamente si se tiene en cuenta que e;, nue3tro medio la forma ció.' 
de las Cámaras Legislativas, Asambleas Departamentales y Consejc,s 
Municipales S<) llevan o cabo conjur.tamente por medio de intenso·· 
campañas políticas y en medio de ardorosos debates orientados sie�­
pre por los partidos pclíticos o por los grupos de éstos que mediant� 
sus conductores exigen especiales calidades de los candidatos. Sen­
tencia de octubre 26 de 1.960. Sala Plena. Consejero Ponente: D• 
Francisco Elodio Gómez G.l 

LAS RESOLUCIONES MEDIANTE LAS CUAlES NO SE ADMITEN LAS 
OPOSICIONES FORMULADAS A LAS ADJUDICACIONES DE BALDIOS 
NO SON ACUSABLES ANTf LA JURISDICCION DE LO CONTENCIO. 

SO-ADMINSTRATIVO. 

Entre los presupuestos procesales o requisitos necesarios pw J 

-que pueda estimarse la demanda y pror.unciarse la providencia q'J0 
ha de ponerle fin al ju·cio figura, �n primer término, el de la corrl­
petencio riel Juez que éste debe (Ontemplar con la mira de dari< 
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estab:liclc.ta a las decisiones judi:::iales. E<; este el motivo para que 
ia sala proceda a raso!ver primeranmente si el conocimiento del asun­
to planeado en el libelo de demanda le corresponde a la jurisdic­
ción contencioso administrativo, o, en otros té�minos, si al Conse:•J 
de Estado le es dable, según la Ley 16/' de 1.941, pronunciarse so­
ore la validez o invalidez de las Resoluciones números 544 de 2C 
de septiembre de 1.956 y 1� de 22 de enero de 1.957, mediante 1:;: 
cuales, la Sección de Boldíos de la División de Recursos Naturalt:: 
del Ministerio de Agricultura no admitió la oposición formula lo 
por el señor Albe,¡to Marulanda, como propietario de la haciendo 
"BELLACRUZ", a las solicitudes de adjudicación de baldíos presen­
tadas por varios colonos del municipio de La Gloria en el Departo· 
mento del Magdalena; ordr:;nó la desacumulación de los expedien­
tes formados a virtud de la peticiones hechas pcr los ocupantes y 
cultivadores; y d.spuso darle curso a todos ellos para que se dic. 
taran las Resolucioneo. sobre adjudicación. 

En el caso· hoy contemplado, la acción de plena jurisdicció,, 
eje1·citada por el doctor Pérez Solazar la ha encaminado éste a ob 
tener la nulidad de \as aludidas Resoluciones fundándose en el o•·­
d,nal 1 Q9 del artículo 34 del C. C. Administrativo que le atribuye al 
Consejo de Estado competencia "para conocer de los recursos canten. 
ciosos-administrativos contra los decretos, resoluciones y otros actos 
del Gobierno, de los Ministros o de cualquiera autoridad, funcionar o 
o persona administrativa del orden nacional, que pongan fin a uno.� 
actuación administrativa" (Subraya la Sala). 

Esta norma aparece corroborada por el artículo 82 ibídem c. 

yo tenor literal es el siguiente: 
"Para ocurrir en demE:mda ante lo Contencioso-Administrativo, 

es necesario que se haya agotado la vía gubernativa, lo que se en­
tenderá cuando los actos o providencias no son susceptibles de nin­
guno de los recursos establecidos en el artículo 77 o se han decidido, 
ya se trate de actos o providencias definitivas, o de trámite, si éstas 
úhimas deciden directa o indirectamente el fondo del asunto, de mo­
do que le pongan término o h_agan imposible su continuación. "(Les 
subrayas son de la Sala). 

A la luz de estas disposiciones es innegable e indiscutible que; 
el recurso contencioso administrativo sólo es procedente contra las 
resoluciones definitivas o contra los autos de trámite en los eventos 
en que éstos decidan directa o indirectamente el fondo del asunto. 

Las resoluciones acusadas fueron pronunciadas en un juicio o 
procedimiento sobre adjudicación de baldíos, el· que se encuentra 
regulado por el Código Fiscal, la Ley 97 de 1.946 y el Decreto N'? 
0547 de 1.947, reglamentario de ésta. Este procedimiento, como to .io 
juicio está formado por una serie d2 actos que tienden a lo co !-
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secución del fin que se tu·� en cuento ai establecerle. A la de::isió,, 
final o definitiva que fenece el proceso y mediante la cuol se efe:;_ 
túa la adjudicación del terreno baldío y se dispone la expedieiór1 
del respectivo títufo pre::ede una serie de autos tales como la adm:­
sión de· la solicitud, la orden de fijación f:l�l aviso por el tér�ino d _ 
treinta días, la de la publicación de éste en un periódico oficial, ·. · 
cumplimiento de estos mandatos, la orden de publicación por bando, 
el señalamiento para la práctico de la diligencia de inspección ocu­
lar, el nombramiento, aceptación y posesión de los peritos, la orde0 
paro esclarecer puntos oscuros, etc. Todos estos actos producidos 
CSJl antelación o lo expedición de lo Resolución sobre adjudicaci.Jn. 
de baldíos son apsna:: c:c.tos p:-cparatorios que se limitan o pCln2: � 
marcha el proceso y a se<vir de bases a la decisión final. Son, pu•)S, 
ellos actos de trámite y entre ellos quedan cotalogados los que ck­
cretan acumulacione3, los que Ndenan la separación de expc:licntr ., 
los que admiten o rechazan las oposiciones formuladas a las adi ;­

dicaciones. 
Es evidente que en los procedimientos sobre baldíos, la resol·r 

ción sobre adjudicaéión d'e éstos es la definitiva, y todas las deci­
siones que lo preceden son de trámite. El mismo artículo 6° del Dc:­
creto N° 0547 de 1947, reglamentario de la ley 97 de 1946, califica 
de providencia definitiva a la Resolución sobre adjudicación. 

Pudiera decirse que la decisión por la cual no se admite un'J 
opos · ción a ICI cdjuclicación die un baldío, aunque sea de trámite, 
resuelve de fondo el problema planteado por el op.ositor. Este ase;­
to es ineceptable porque sólo la Resolución por la cual se adjudicn 
el baldío decide definitivamente en la vía gubernativa el problemo 
planteado por el cultivador quedándole al reclamante y opositor 
otros medios adecuados para la defensa de sus derechos entre le� 
cuales pueden estar la acción cor,tenciosa contra la providencia rlefi_ 
nitiva y las civiles, ya que el Estatlo no garantiza el derecho de pro­
piedad sobre los baldíos cedidos a los particulares y ya que la pre·· 
sunción de derecho de que todo terreno adjudicado por la Nació1� 
ha sido baldío sólo opera contra el dueño transcurrido un año conto_ 
do a pmtir de la fecha de la inscripción de la providencia sobre ad­
judicación en la correspondiente Oficina de Registro, presunción con­
sagra.da por el artícculo 6° de la Ley 97 d'e 1.946 con las restri,:­
ciones allí indicadas. 

Para el Profesor GONZALEZ PfREZ, ac1os de trámite son "aqu c;­
llos que son simples presupuestos de la decisión en que se concrete: 
la función admin:strativa ¡·ealizada por el órgano correspondien�o. 
Constituyen una garantía de acierto a la decisión final. Preparan h 
resolución administrativa. Tradicionalmente se han •llamado actos _h 
trámiie. "(Sentencia de 13 de octubre de 1. 960. Sala de lo Conte:i­
cioso Adminiotrativo. Consejero Ponen¡e: Feo. Eladio Gómez G. 1 


